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I.<X-TAB>       </X-TAB>ASPECTOS GENERALES


Honduras ha continuado progresando durante los años 1999 - 2000 en la adopción de políticas y en la aprobación de leyes tendentes a lograr la igualdad de oportunidades y derechos de la mujer.

La información estadísticas de Honduras relacionada con la mujer es más precisa en los años 1999 y 2000, y permite observar el patrón de conducta de la mujer para reclamar sus derechos y denunciar los abusos y violaciones a las leyes que la protegen.

Este año 2000 permitirá medir el impacto de las leyes que procuran la equidad de género y la participación política de la mujer, porque se celebrarán elecciones internas en los partidos políticos y deberán aplicarse nuevas normas en la conformación de las nóminas electorales, que ordenan que la mujer ocupe, como mínimo, el treinta por ciento de las posiciones elegibles en los listados de candidatos.

En este informe se mencionan circunstancias, leyes y hechos que han sido determinantes en los cambios que han favorecido o afectado la situación de la mujer en el último bienio.

II.<X-TAB>      </X-TAB>SITUACION JURIDICA, POLITICA Y SOCIOECONOMICA DE LA MUJER EN HONDURAS

La legislación hondureña cuenta con importantes leyes de reciente aprobación que en lo jurídico, lo político y lo socioeconómico, mejoran substancialmente la situación de la mujer.

En el Foro Nacional de Convergencia (FONAC), la delegada de la CIM obtuvo la coordinación del tema de género. Dentro del Programa de Participación de la mujer en el desarrollo, se realizó el Primer Encuentro Nacional: "La Mujer y la Convergencia" (marzo 1999); el Seminario Taller "Las Mujeres y la Transformación " (mayo 1999).

El FONAC implementa metodología para generar la convergencia sobre problemas de urgente solución que incluyen la formación de nuevos liderazgos,  la participación ciudadana de las mujeres, y su acceso al poder garantizando la equidad de género.

También demanda al Instituto Nacional de la Mujer (INAM) el cumplimiento real de sus objetivos de creación, considerando que el tema violencia es el que genera más convergencia entre las mujeres de Honduras.

En mayo del año 2000 se desarrolló la Asamblea que dio a conocer la Propuesta sobre la "Seguridad de las Personas y sus Bienes" para tener iniciativas y consideraciones con un enfoque de género.

El Comisionado Nacional de los Derechos Humanos presentó un estudio sobre los "Casos atendidos por Violencia Intrafamiliar y Violencia Doméstica" en el cuatrienio 1996-1999, que resumimos en el siguiente cuadro:


TIPIFICACION 

Violencia Doméstica<X-TAB>  
1996
1997
1998
1999
Total

Violencia física
   174
    144
    220
    240
   778

Violencia Sexual
     20
        6               
      18
    266
   310

Violencia Psicológica
   212
    130
    344
    223    
   909

Violencia Económica

     106
     533
      39
   678

Violencia Patrimonial


       28
      20
     48

TOTALES
   406
     386
   1,143
    798
 2,723

Casi dos de cada diez personas que acuden a cualquier de las oficinas del Comisionado Nacional de los Derechos Humanos a poner una queja, lo hacen por causa de la violencia doméstica. Estas quejas ocuparon en 1998 el tercer lugar de las denuncias recibidas, reflejando que el problema se había mantenido en secreto antes de crearse las nuevas leyes que protegen a la mujer y a la familia.

La tipificación de la violencia doméstica muestra las siguientes formas de maltrato: Económica: 46%, Psicológica: 30%, Física: 19%, Maltrato: 3%, Patrimonial: 2%, Sexual: 1.5%.

Los denunciados son por su orden: Cónyuges 67%, Ex-cónyuge 24%, Relación de pareja 3%, Novio 3%, Hijo 1%, Suegro 1%, Vecino 1%.

Ante la violencia doméstica, el Comisionado de los Derechos Humanos actuó en cuatro niveles:

Interno, precisando más el formato de Informe de Quejas (Procedencia de la Violencia Contra la Mujer), posibles causas, forma que asume, claves para su alivio, debilidad en la legislación, coordinación interinstitucional, orientación a las ofendidas, etc.

En la Atención Directa se inició el Proyecto de Apoyo Regional a los casos por Violencia Doméstica.

En el Apoyo al Fortalecimiento de Instituciones del Estado; se fortaleció la asesoría a la Oficina Gubernamental de la Mujer (OGN); se revisó la Ley del Instituto Nacional de la Mujer (INAM), proyecto que se remitió al Congreso Nacional; se organizaron eventos para promover los derechos de la mujer; se promocionó la creación de juzgados especiales para conocer la violencia doméstica.

En el Instituto Superior de Educación Policial (ISEP) se desarrolló  un proceso educativo sobre leyes y derechos de la mujer. Se ofreció asesoría al Proyecto de Mujeres Adolescentes del IHFA, y se trabajó con las mujeres diputadas para incidir en los Proyectos Legislativos para la Mujer.

En la relación interinstitucional, el Comisionado de los Derechos Humanos, dio seguimiento al Convenio de Cooperación con el ILANUD en violencia contra la mujer y el niño. Para el mismo propósito suscribió un convenio con la Asociación Calidad de Vida.




III.  SEGUIMIENTO A LA IMPLEMENTACION DEL PLAN ESTRATEGICO DE ACCION DE LA CIM

A.
POLITICAS PUBLICAS Y AVANCES LEGISLATIVOS 

1.
ERRADICACION DE LA POBREZA

La administración de la República de Honduras presentó en junio 2000, cumpliendo con sus compromisos de llevar adelante el proceso de formulación y ejecución, la Estrategia de Reducción de la Pobreza (ERP), que se espera concluir a finales de 2001, junto a la sociedad civil hondureña, con las bases necesarias para garantizar la ejecución de las diversas medidas, programas y proyectos que contiene la Estrategia de Combate de la Pobreza.

El documento define la pobreza en forma multidimensional, comprendiendo las necesidades básicas insatisfechas (NBI), el estado nutricional de la población escolar y el índice de desarrollo humano (IDH).

La estrategia es visualizada como una pieza fundamental en el conjunto de políticas y programas, como el Plan Maestro de Reconstrucción y Transforma-ción Nacional (PMRTN) y el Acuerdo con el Fondo Monetario Internacional (PRGF, en inglés), y las agendas de educación y salud.

La Estrategia de Reducción de la Pobreza (ERP) considera:

a)<X-TAB>     </X-TAB>Las tendencias en el gasto social y sus vinculaciones con el desarrollo del capital <X-TAB></X-TAB>humano y el acceso a servicios sociales básicos.

b)<X-TAB>     </X-TAB>La pobreza y su vinculación con el crecimiento económico y los aspectos <X-TAB>        </X-TAB>macroeconómicos y estructurales.

c) <X-TAB>    </X-TAB>Metas, lineamientos estratégicos y áreas programáticas.

Además, la ERP hace una medición de los alcances determinantes y efectos de la pobreza; el gasto social y el desarrollo humano; la pobreza en relación con el crecimien-to, estructura productiva y marco macroeconómico.

La estrategia esta orientada en cinco grandes lineamientos:

1.
Priorizar la reducción de la pobreza sobre el alivio de la pobreza.

2.
Priorizar acciones en los sectores y zonas más postergadas del país.

3.
Fortalecer la gobernabilidad y la democracia participativa.

4.
Fortalecer el papel de las municipalidades, comunidades, ONG'S y empresas privadas.

5.
Proteger el ambiente y mitigar desastres.

Otra experiencia importante de participación en el ámbito local es el Proyecto Hondureño de Educación Comunitaria (PROHECO), modalidad descentralizada que busca mejorar la cobertura de la educación en los niveles preescolar y básica en las comunidades rurales más pobres que no cuentan con una escuela. Las decisiones sobre la educación de las hijas e hijos se toma a través de Asociaciones Educativas Comunitarias (AECOS). En la actualidad funcionan 643 AECOS y se han capacitado 3,829 padres y madres de familia.



2.
ELIMINACION DE LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER.

Honduras cuenta desde 1994 con la Fiscalía Especial de la Mujer del Ministerio Público, para representar, defender y proteger a la mujer víctima o sobreviviente de violencia o discriminación por género.

El Congreso Nacional de Honduras aprobó la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer, conocida como "Convención de Belém do Pará", y es ley de la república desde su publicación en La Gaceta el 14 de junio de 1995 (Decreto No. 72-95).

El 15 de septiembre de 1997 entró en vigencia la Ley Contra la Violencia Doméstica (Decreto 132-97 del Congreso Nacional), la cual protege la integridad física, psicológica, patrimonial y sexual de la mujer, contra cualquier forma de violencia por parte del cónyuge, excónyuge, compañero, excompañero de hogar, cualquier relación afín a una pareja que sostiene o ha sostenido una relación sentimental.

Desde la ratificación el 3 de marzo de 1983 de la CONVENCION SOBRE LA ELIMINACION DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACION CONTRA LA MUJER SUSCRITO POR EL ESTADO DE HONDURAS, esta Convención  forma parte de las leyes nacionales.


3. LA EDUCACION DE LA MUJER

El FONAC presentó la Propuesta  de la Sociedad Hondureña Para la Transforma-ción de la Educación Nacional. La delegada titular de la CIM introdujo la campaña Mujeres y Educación en América del Siglo XXI, siguiendo el plan de acción de los jefes de estado y de gobierno, suscrito en las Cumbres de las Américas (Santiago 1998). La Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), es el organismo especializado que colabora con la OEA para dar cumplimiento a los compromisos de promoción de la mujer, conjuntamen-te con CEPAL, BID, Banco Mundial y otras entidades de cooperación internacional.


4. <X-TAB></X-TAB>PARTICIPACION DE LA MUJER EN LAS ESTRUCTURAS DE PODER Y TOMA DE DECISIONES

El 28 de abril del año 2000, el Congreso Nacional de Honduras aprobó la LEY DE IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PARA LA MUJER, convirtiéndose en ley de la república al ser publicada en el número 29177 del Diario Oficial "La Gaceta", el lunes 28 de mayo de este año. La ley consta de seis capítulos y ochenta y nueve artículos.

Tiene por objeto eliminar todo tipo de discriminación contra la mujer y obtener la igualdad de los hombres y mujeres ante la ley, dándole prioridad a las áreas de familia, salud, educación, cultura, trabajo, seguridad social, crédito, tierra, vivienda, derechos humanos  y participación en la toma de decisiones.

Se determina que la sociedad civil debe promover y fomentar estas metas en las instancias del diálogo social, con participación igualitaria de la mujer en los procesos de adopción de decisiones comunitarias, organizaciones no guberna-mentales, sindicatos, cooperativas, gremios  profesionales, hasta  lograr la incorporación equitativa en juntas directivas.

El Estado, la sociedad civil y la mujer en particular, deberán procurar que el desarrollo normativo del principio de igualdad de oportunidades se haga con criterio de equidad, creando los mecanismos que garanticen plenamente los derechos de la mujer.

El Instituto Nacional de la Mujer (I.N.A.M.) es el organismo estatal encargado de la coordinación, promoción, desarrollo y vigilancia de la política pública de promoción de igualdad de oportunidad y de trato.

En el área  de la  familia, reitera que el Estado reconoce la igualdad de derechos y oportunidades entre hombres y mujeres en sus relaciones de pareja, independien-temente de su estado civil.  Se reconoce la unión de hecho entre las personas legalmente capaces para contraer matrimonio, y se reconoce la adopción como una forma jurídica para construir una familia.

Define a  la familia como el primer ámbito de socialización, transmisión y aprendizaje de modelos de identidad, conductas, actitudes y valores. El Estado se obliga a promover al interior de la familia, a través de la educación formal y alternativa no formal, la redistri-bución de las responsabilidades familiares, derivadas del cuidado y la reproducción de la familia, para cumplir con la igualdad de oportunidades y el correcto sentido de la división del trabajo.

La mujer debe velar que se cumpla con lo establecido en el Código de Familia referente a sus derechos personales y patrimoniales, de los cónyuges o de las parejas que han constituido uniones de hecho.

El Estado tiene la obligación de ayudar, prevenir, combatir y erradicar la violencia doméstica e intrafamiliar, como está establecido en la Ley contra la Violencia Doméstica y en el Código Penal. El Estado debe conservar el medio ambiente adecuado para proteger la salud de las personas.

Se incorpora el enfoque de género, estatal  y  privado, en los programas y políticas de salud, y el desarrollo de programas tendentes a lograr una sexualidad responsable, con suficiente información sobre las enfermedades de transmisión sexual. A las mujeres embarazadas privadas de libertad por mandato de la Ley se les da un tratamiento y facilidades especiales.

En esta ley, hay igualdad de oportunidades entre la mujer y el hombre en los programas y proyectos del medio ambiente y conservación de los recursos naturales, riego y foresta-ción calidad del medio ambiente urbano y rural, y a la producción intensiva de alimentos, con enfoque de género orientado a la auto-suficiencia alimentaria.

El Estado garantiza la formación integral e igualitaria de mujeres y hombres, sin discrimi-nación de ninguna naturaleza, y sin perspectivas sexistas, en educación, cultura y comunicación, y se compromete a eliminar los textos usados en el sistema educativo estatal y privado que utilicen a la mujer únicamente como símbolo de los oficios domésticos que se realizan en el hogar, y a modernizar la legislación educativa eliminando de su reglamentación la división del trabajo por sexo. El Estado promoverá la enseñanza bilingüe en los grupos étnicos y en los pueblos indígenas, conservando la lengua autóctona y la identidad pluricultural.



En los mensajes de todo tipo, difundidos por los medios de comunicación social, se prohibe el uso de imágenes discriminatorias y peyorativas.  La mujer está obligada a potenciar su participación en los niveles de decisión de los medios de comunicación y, como espectadora de los mismos, exigirá una programación educativa que elimine la violencia sexista.

Se reafirma la igualdad de oportunidades en el trabajo y en la seguridad social, tanto en lo que corresponde a salario  como a la eliminación de las discrimina-ciones en los puestos.

El Estado tomará las medidas necesarias para que se cumplan los objetivos de cobertura social, ampliando la participación y los derechos igualitarios en el área rural y urbana  de la mujer para que sean iguales a los del hombre en todo el país.

El Estado no permitirá ninguna clase de discriminación en el empleo o la capacitación, se prohibe a los empleadores solicitar prueba de embarazo como requisito previo para optar a un empleo.

La mujer trabajadora portadora del VIH/SIDA tendrá derecho a que se respete su estabilidad laboral, de acuerdo a las leyes del país.

La mujer trabajadora que adopte a un menor o a una menor de cinco años, tendrá derecho a la misma licencia post-parto que la mujer en estado de gravidez, a partir del día en que reciba a él o a la menor. 

Se garantiza el acceso de la mujer a la tenencia de la tierra, a  los programas de crédito, a la tierra y a la tecnología y capacitación en las diferentes áreas de la economía, y asisten-cia técnica para estimular la autogestión y el desarrollo empresarial con orientación tecnológica.

La presencia igualitaria de la mujer se promueve en todos los niveles de la administración pública.

El Estado reconoce igualdad de oportunidades;   reconoce a la mujer como al hombre el derecho a una vida digna y decorosa. La Ley  demanda  la formulación y ejecución de programas de vivienda de interés social que incluyan a la mujer jefa de familia que carece de la ayuda de un compañero de hogar, para que obtenga sin discriminaciones créditos y préstamos que le faciliten la adquisición de vivienda, urbana o rural.  El  Estado  derogará las Leyes que coarten o limiten esta posibilidad.

Se considera patrimonio familiar los bienes inmuebles urbanos o rurales adquiridos por la pareja y deberán ser inscritos en el Registro de la Propiedad a nombre de ambos cónyuges o de las personas que convivan bajo el régimen de unión de hecho. En caso de disolución del vínculo, se satisfará en primer lugar el interés de los hijos menores o dependientes, y satisfecho el interés de éstos el patrimonio corresponderá en partes iguales a los cónyuges, conforme a lo dispuesto en el Código de Familia.

El Tribunal Nacional de Elecciones está obligado a garantizar que en las estructuras internas de los partidos políticos no exista discriminación que excluya o limite la participación de las mujeres. Se supervisará que las mujeres se incorporen en las directivas de los partidos en el ámbito nacional, departamental, municipal y local, en forma progresiva hasta lograr su incorporación a un plano de igualdad.



El Estado se obliga a capacitar a la mujer para su participación en las organiza-ciones sociales, políticas, económicas, empresariales, cooperativas, sindicales, religiosas y estudiantiles.

Para lograr la participación efectiva de las mujeres en los cargos de elección popular, se establece una base de 30%, que se incrementará en forma progresiva, hasta lograr la equidad entre hombres y mujeres, aplicable también a los cargos de dirección de los partidos, diputados propietarios y suplentes al Congreso Nacional, al Parlamento Centroamericano, alcaldes y puestos de regidores, en posiciones elegibles, de conformidad con una escala basada en los resultados de tres elecciones precedentes. El Estado se obliga a informar a la ciudadanía en general sobre estos derechos de la mujer. La sociedad civil exigirá a los políticos y políticas asegurar la participación igualitaria de la mujer, y el cumplimiento de la Ley.

Los actos discriminatorios serán nulos y las autoridades o personas particulares que transgredan esta Ley serán sancionadas.

El Ministerio Público, por medio de la Fiscalía de la Mujer, velará y ejecutará las acciones conducentes al cumplimiento de esta Ley y recibirá el apoyo necesario del I.N.A.M., de las Secretarías de Estado y de los demás órganos competentes.

5.<X-TAB>      </X-TAB>SALUD Y TRABAJO

El 9 de septiembre 1999 se aprobó en el Congreso Nacional la LEY ESPECIAL SOBRE VIH/SIDA, para la protección integral de la salud.

El Programa de Salud Perinatal contempla la salud de la madre y la reducción de riesgos en la maternidad. Después del Huracán Mitch (octubre 1998) se ha fortalecido el Programa Mujer, Salud y Desarrollo, el programa de consejerías de familia y el programa de adolescentes y niñas. Las metas son la incorporación en forma transversal de la equidad de género; la evaluación física y mental de la mujer afectada por la violencia intrafamiliar; la promoción y capacitación para detectar, atender y prevenir la violencia intrafamiliar.

Se ha establecido una estrecha relación entre la pobreza y las condiciones precarias de la mujer; de ahí que la estrategia contra la pobreza conlleva un componente de salud.

El 28 de mayo del 2000 se publicó en La Gaceta, diario oficial de la república de Honduras, LA LEY DE IGUALDAD DE OPORTUNIDADES DE LA  MUJER, nueva ley del Poder Legislativo  que  se  preocupa  especialmente por la mujer sola y jefa de familia, procurando que pueda  incorporarse  a  las  oportunidades  de  trabajo en igualdad de condiciones con el hombre. También procura su acceso a la tenencia de la tierra y al derecho a las oportunidades de crédito para el trabajo urbano y rural.
  
Hay diferencias significativas entre el hombre y la mujer en su participación laboral. La Población Económicamente Activa (PEA) esta conformada por un 69% por hombres y un 31% por mujeres, aunque esta ha aumentado significativamente en el área de la maquila. Sin embargo su inclusión en el PEA es dudosa, porque no refleja sus actividades agropecuarias y el trabajo en el hogar. 



El Informe Sobre Desarrollo Humano de la Mujer da las siguientes cifras en Honduras:

         <X-TAB></X-TAB>Participación en el ingreso        Puestos Ejecutivos <X-TAB>        </X-TAB>Puestos Profesionales
<X-TAB>           P</X-TAB>PPProveniente del Trabajo<X-TAB> </X-TAB><X-TAB>        </X-TAB>     y de Gerencia<X-TAB>       </X-TAB>       
y Técnicos 

Mujeres<X-TAB> 
</X-TAB>23.8%<X-TAB>   </X-TAB><X-TAB>        </X-TAB><X-TAB>        </X-TAB><X-TAB>          
</X-TAB>30.6%<X-TAB>   </X-TAB><X-TAB>        </X-TAB><X-TAB>                 </X-TAB>49.8% 
Hombres<X-TAB> 
</X-TAB>76.2%<X-TAB>   </X-TAB><X-TAB>        </X-TAB><X-TAB>        </X-TAB><X-TAB>          
</X-TAB>69.4%<X-TAB>   </X-TAB><X-TAB>        </X-TAB><X-TAB>                 </X-TAB>51.2%


B. 
MEDIDAS PARA LA ELIMINACION DE LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER

Además de las leyes por Honduras para eliminar la violencia contra la mujer, se han aplicado medidas que permiten cumplir con la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, de acuerdo con la "Convención de Belém do Pará". El Congreso Nacional de Honduras, mediante Decreto No. 72-95, aprobó esta Convención desde 1995 y es Ley de la República desde el 14 de junio de 1995, al publicarse en el diario oficial La Gaceta.

El 3 de marzo de 1983 también fue ratificada la Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer.

Estas decisiones de gobierno han sido complementadas con la Ley de Igualdad de Oportunidades de la Mujer, publicada el 28 de mayo de este año 2000, y desde entonces contribuye a la eliminación de la violencia contra la mujer.


IV.
ACCIONES FUTURAS PARA AVANZAR EN LA APLICACION DEL PLAN DE ACCION DE LA CIM

A.
EN EL AMBITO NACIONAL

Las acciones de la CIM con el FONAC, INAM, Fiscalía Especial de la Mujer, Ministerio Público, INA, Comisionado Nacional de Derechos Humanos, y otras instituciones, velan por el cumplimiento de las leyes nacionales que protegen y aseguran el desarrollo de la mujer y sus derechos.

Uno de los hechos más esperados, exigidos y vigilados, es la reciente integración de la mujer en los cargos de dirección y de elección, con un porcentaje superior al 30%, comenzando por las elecciones internas de los partidos políticos, en diciem-bre de este año 2000.

B.
EN EL AMBITO REGIONAL

La CIM de Honduras analiza los convenios internacionales sobre la mujer que aún no ha ratificado el gobierno; dialoga con dependencias del Poder Ejecutivo, y con Miembros del Poder Legislativo, para conocer las razones de atraso; y participa en los foros internacionales, como el cumplimiento y seguimiento de la plataforma de Beijing, que le permiten obtener información para fortalecer y agilizar los acuerdos.



C.
POLITICA PARA LA EQUIDAD DE GENERO EN EL AGRO HONDUREÑO (1999-2015)

Programa de Mujer Rural de Honduras (PROMURH)

Secretaria Ejecutiva: Delegada Titular de CIM en Honduras

Integran el Comité Ejecutivo: La Primera Dama de la Nación, el Ministerio de Agricultura y Ganadería, el Instituto Interamericano de Cooperación Agrícola (IICA), el Fondo Hondureño de Inversión Social (FHIS), el Programa de Asignación Familiar (PRAF), el Instituto Nacional de la Mujer (INAM), la Confederación de Cooperativas Campesinas de Honduras (COCOCH), el Centro de Estudios y Acción para el Desarrollo (CESADEH) y la Confederación de Trabajadoras Campesinas de Honduras.

Sus objetivos generales son institucionalizar y operar, a partir de las actuales políticas y planes sectoriales agrícolas, un proceso que permita el fortalecimiento y la ampliación de oportunidades económicas, sociales, políticas y culturales, en igualdad de condiciones, a las mujeres rurales a fin de reducir al año 2015 la brecha de género existente en el agro hondureño. 




Tegucigalpa, M.D.C., 30 de julio de 2000
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